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T RTBUNAL DE ÉTTCA GUBERNAMENTA L: San Salvador Centro, a las ca torce horas con 

trece minutos del día diez de junio de dos mil veintiséis. 

Recibida la denunc ia suscrita por la señora , contra la 

señora 1, coo rdinadora de Gestión Judic ifll del Centro Judicial 

"Dr. lsidro Menéndez" de la Corte Su prema de Justicia (CSJ), con la documentac ión que adjunta 

(ff. 1 al 14), se hacen las sigu ientes considerac iones: 

l. El principio de legalidad resulta de suma relevanc ia en el asu nto que nos ocupa, por lo que 

a con tinuación se abordarán algunas reflex iones concernien tes a la legalidad de los tipos 

administrativos, para luego hacer una relación de la vincu latoriedad de este principio co n la 

primordial función que el Tribun al de Ética Gubernamental (TEG), realiza como ente rector de la 

ética pública. 

Jurisprudencialmente se ha desarro llado el principio de legalidad como un lím ite del 

ejercicio del poder público , dándose le el reconocimien to de ser uno de los pilares más impo rtantes 

del Estado de Derecho, s iendo la tipicidacl la dimensión correla tiva a la legalidad formal o reserva 

ele ley; así se ha expresado que, "[e] I p rincipio de legalidad es un principio fundamental del derecho 

p úblico conforme al cual todo ejercicio del poder público debería estar sometido a la voluntad de 

la ley - reserva de ley formal, y no a la voluntad o el arbitrio de sus integrantes. Por esta razón, se 

dice que el prin cipio de legalidad material asegura a los destinatarios que sus conductas no pueden 

ser sancionadas sino en virtud de una ley dictada y promulgada con anterioridad al hecho 

considerado como infracción, tal y como se deriva del contenido del art. 15 de la Constitución. 

(. . .) [/ja tipicidad como 111anifesració11 de esre mismo principio - legalidad material- exige 

la declaración expresa y clara en la norma, de los hechos constitutivos de infracción y de sanción. 

En la práctica, ello se trad11ce en la imposibilidad de atrib11ir las consecuencias jurídicas de la 

norma a conductas que no se adecuan con las seíia/adas en las mismas. En otras palabms. no podrá 

haber sanción si la conducta atribuida al sujeto no puede ser subsumida en la inji·acción descrita 

en la disposición legal -salvo cuando se permite la colaboración reglamentaria-. 

Por lo tanto, (. . .) se requiere de una ley previa al hecho considerado como infracción, y 

además que tanto la infracción como la sanción estén descritas en forma expresa, determinante y 

clara en la norma, de modo tal, que atín ante la reconocida función represora de la Administración 

Ptíblica, si en un supuesto específico, la conducw no está regulada en forma previa, o no está 

suficientemente descrita la sanción o infracción en el ordenamien to jurídico, esa competencia 

sancionadora de la Administración se ve limitada y le impide ejercer el ius puniendi del Estado. 

De ahí que, por mandato del principio de ripicidad, o especificidad legal, se pone un límite 

a la potestad sancionatoria del Estado a tmvés de man(festaciones concretas como(. . .) la atipicidad 

de conductas 11 0 contempladas deforma expresa en el tipo(. . .) " [sentencia pronunciada por la Sala 

ele lo Co ntencioso Admin is trativo ele la Corte Suprema de Justicia (CSJ) el l 6-YHl-202 1, en e l 

proceso referencia 11 5 -20 161. 

«la Administración Pública, en apego al principio de legalidad, debe actuar sometida al 

ordenamiento j 11rídico y sólo podrá realizar aq uellas actividades que éste le autorice o permira. A~í 

lo estatuye el ar/. 86 de la Constitución [Cnj: "El poder público e mana del pueblo. Los órganos del 

Gobierno lo ejercerán independientemente dentro de las respectivas atribuciones y competencias 

que establecen esta Constitución y las leyes (..) "» [sentenc ia pronunciada por la Sala de lo 

Contencioso Adm inistrativo de la CSJ el 25 -TV-2022, en el proceso referencia 256-20 17]. 



ü 
Ello se co mplementa con el in ciso tercero del referido artículo: «los fun cionarios del 

Gobierno son delegados del pueblo y no tienen más.fácultades que las que expresamente les da la 

ley» (sentencia pronunc iada por la Sala de lo Contencioso Administrativo de la CSJ el 16-111-2022, 

en el proceso referencia 324-20 1 1 ). 

La jurisprudencia de la Sala de lo Constitucional de la CSJ ha señalado , al respecto, que 

«desde el punto de vista técnico-jurídico y con carácter orgánico, el concepto de atribución o 

competencia puede entenderse co1110 la capacidad concreta que tiene un determinado ente estatal, 

de suerte que al 111argen de la materia espec(f¡ca asignada no puede desenvolver su actividad; 

mientras que desde u11 caráctersistemático, la atribución o competencia consiste en /a enumeración 

de u1w serie de posibilidades de actuación dadas a un órgano por razón de los asuntos que están 

atribuidos de 11n 111odo específico. Así, una atribución puede identificarse como la acción o actividad 

inherente que por mandato constitucional o legal desarrolla un órgano estatal o ente público; es 

decir, los poderes, atribucion es y facu ltades conferidas para el normal funcionamiento y 

cumplimiento de una labor» (Sentencia de inconstitu cionalidad pronun ciada el 3 l -V lll-2001 , en el 

proceso referencia 33 /37-2000Ac). 

"El Tribunal de Ética Gubernamental, como instilución de derecho público y ente rector de 

la ética pública, se encuentra vinculado por ra:::ón del principio de legalidad a ceiiirsus actuaciones 

estrictamente a lo preceptuado por la ley de la materia (. . .) " [sentencia referencia l 15-2016 supra 

cit]. 

En a1111onía con los c itados mandatos constitucionales, pnnc1p10 de legalidad y 

j urisprudencia, el artículo 80 del Reglamento de la Ley de Ética Gubernamental (RLEG) estab lece 

como causales de improcedencia de la denun cia o aviso que e l hecho "b) [. . .} no se pe1ftle como 

transgresión a los deberes o prohibiciones éticos '', regu lados en los artícu los 5, 6 y 7 de la Ley de 

Ética Gubernamen tal, en lo sucesivo LEG, y que "d) [. . .}sea de competencia exclusiva de otras 

instituciones estatales". 

U. En el caso particular, la denun cia nte, en esencia, expone que es co laboradora jurídica 

destacada en la Oficina del Depósito Ju dicia l de Evidencias, ubicado en el Centro Jud icial "Dr. 

Isidro Menéndez" - de la CSJ-, y atribuye a la señora 

coordinadora de Gestión Jud icial del referido ce ntro judicial, acoso laboral, por los siguientes 

hechos: 

l. A partir del di ecinueve de abril de dos mil ve inticuatro, la denunciada " le ordenó" 

admin istrar un contrato de servicio de limpieza para edificios in stitucionales, irrespelando la 

autoridad de su entonces jefe inmediato, el Coordi nador Interino del Depósito Judicial de 

Evidencias, debido a que no le pidió opin ión a este para ta l asignación. 

Poste riormente, di cha señora habría rrov islo a la denunciante órdenes verbales sobre el 

manejo del re ferido contrato , siendo esto una injerencia en su trabajo de admin istradora, lo cual 

además aduce no es legal. 

El nueve de julio de dos mil ve inticuatro, mediante memorándum, la señora - -

1 in fo rmó a la denunciante que la sustituía co mo administradora del referido contrato. 

2. El uno de julio ele dos mil veinticuatro, la señora ordenó verbalmente, 

al entonces jefe inmediato de la denunciante, que esta última no usara los sellos de la Oficina del 

Depósito Judicial de Evidencias, ni firmara ningún documento, pese a ha bcr sido siemp re la 

enca rgada de recibi r toda la documen tación de esa oficina en ausencia de su coordinador; y mcd iantc 
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memorándum de la misma fecha, la denu nciada le recordó al mencionado coordinador que los sellos 

as ignados a esa ofici na so n su responsabi lidad y debe tenerlos bajo su custod ia. 

No obstante ello, el quince de octubre de dos mil vein ticinco la señora · 

se presentó a la referida oficina, en el momento en que la denunciante se encontraba recibiendo y 

revisand o decomisos de la Unidad de Trata de Personas de la Fisca lía Genera l de la República 

(FGR), y ten iendo en cuenta las referidas instru cciones verbales y escritas de la señora 

, no selló los respectivos oficios de ingreso, y expresó a la colaboradora de la FGR presente 

qu e dejara d ichos oficios, que al día siguiente se los entregaría n ya recibidos, firmados y sellados, 

ya que en ese momento no se encontraba el jefe; ante ello, la señora . go lpeó un 

escritorio y le dijo en un tono de voz "alterado"(sic) "o sea qu e usted no hace nada en esta oficina" 

(sic), a lo cua l la denun ciante respond ió que, por sus órd enes, ella no debía firmar ni sellar ninguna 

documentación, agregando entonces la denu nc iada, con el mismo tono de voz relacionado, "e l sello 

redond o le he dicho que no lo use, los otros sí los puede usar'', siendo este el qu e se u til izn para 

sellar los recibos de los decomisos. Además, en esa oportu nid ad la denu nciada indicó que la 

denu nc iante "estaba retrasa ndo el trabajo". 

3. El uno de octubre de dos mil veinticinco, la señora 1 llamó a la 

den unciante a reunión con el jefe de esta última, para mani festarles que la denunciante no debe hacer 

gestiones te le fónicas interinstitucionales ni dar soluciones a co nsul tas rea lizadas por personal de 

juzgados, oficinas f iscales ni usuarios en general; sino que debe ped irles su número telefónico y 

expresarles que, cuando regrese el jefe, se comunica rá con ellos para resolverles sus consultas, o 

que regresen otro día. Lo anterior, no obstante la denunciante ha tenido esa asignación desde el 

inicio de sus labores en Ja Oficina del Depósito Judicia l de Evidencias, maneja el sistema de 

inventario de decomisos de la misma y tiene respa ld os de inventarios de bodegas de decomiso 1 y 

2. 

La denunciante considera que estos hechos constiruyen un retardo sin motivo legal de la 

prestación de un servicio, conforme al art ículo 6 de la LEG, pues hay usuarios que vienen de 

Honduras, Guatemala, Ahuachapán, La Unión, Chala tenango, Metapán y lejanías. 

4. Mediante memorándum CGJCJIM-300-2025 de fecha treinta de ju lio de dos mil 

ve inticin co, la señora so licitó apoyo a la denunciante, para realiza r ingreso a la 

base de datos al Sistema de Info rmación de Personas Detenid as SJPD, de la O fi cin a de Atención al 

Usuario del referi do centro judicial, no obstante la jefa de esa o fi cina habría mani festado que no 

so licitó co laborac ión a la señora , pues tiene personal que exclusiva mente in gresa 

información a ese sistema. La denunc iante refiere que es la única emp leada de la Ofic ina del 

Depósito Judicial de Ev idencias que tiene esa asignac ión externa. 

Lu ego, el veintinueve de septiembre y el quince de octubre de dos mil veinticinco, la señora 

1 ind icó, de fo rma verba l, al jefe in mediato de la denunciante que esta última 

suspendiera el ingreso de datos al re ferido sistema. Sin embargo, el siete de noviembre de dos mil 

ve inticinco la señora , med iante memorándu m, rei teró a la denu nciante la 

instrucción de dar segu imiento a la labor de ingreso de datos al sistema en mención, seña lando que, 

además, deb ía cumplir con un mín imo de d iez ofic ios ingresados, diarios, lo cual no siempre puede 

cumpl ir, debido a sus funciones en la Oficina del Depósito Ju dicial de Ev idencias - las cuales 

incrementaron porque le asignaron las funciones de dos com pañeros trasladados a una bodega-; 

ad emás, porque hay oficios "con 55 reos" (sic) que son imposibles de digitar en un día. 
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5. El vei ntidós de septiembre de dos mil veintici nco, la señora . indicó a 

la denunciante que debía sacar doscientos treinta j uegos de fotocopias, los cuales, desde esa fec ha, 

permanecerían en el área de reciclaje, ya que no habrían sido utilizados. 

6. El treinta y uno de octubre de dos mil veintic inco, la señora 1 instruyó 

al jefe de la denun ciante que, en el informe de ac ti vidades semanales de esta última, "no quiere" 

(sic) que detalle las act ividades rea lizadas por esta, sin o que lo haga más pequeño "para que no se 

va lore su trabajo". 

7. El siete de noviembre de dos mil veintic inco, la señora· , se presentó a 

la Oficina del Depósito Judicia l de Ev idenc ias, y le manifestó a la denunc iante que "en vista de que 

no hace nada" y que "en virt11d que el sistema mucho falla" , todos los días tend rá que presentarse a 

trabajar a su oficina, "que ahí hay un escritorio y una co mputadora en la que trabajará, porque aquí 

no produce nada". 

Además, el día diez del mismo mes y año , la señora , ante la ausencia 

del jefe inmediato de la investigada - por atender situación de salud de famil iar-, mandó a un 

co laborador de su oficin a para qu e vigilara lo que hacía la denunciante. 

El once de nov iemb re de dos mi l vein ticinco , la señora 1 llamó al jefe 

inm edia to de la denuncian te, para pregunt nrle si esta última estaba trabajando y si la había 

denunciado. 

También, el d iecis iete ele noviembre de dos mil veinticin co, la señora , se 

reunió co n el jefe inmediato de la denunciante y le indicó que "en esa oficina no trabajan", que le 

ciará a esa última una nueva tarea de trabaja r en otro inventario por la mañana y que por la tarde 

digite en sistema ele información de perso nas deten idas, ante lo que el referido jefe le preguntó s i la 

denuncia nte ya no haría ninguna de las asignaciones que tiene en la Oficina del Depósito Jud icial 

ele Ev idenc ias, rcspond iéndolc la señora · tqu c "s í debe hacerlas, pero que también 

haga las otras asignaciones que ella dispone". 

8. La señora 1 habría denigrado y maltratado de fo rma verba l a la 

denunciante, y expresado que esta última "no hace nada" en la Oficina del Depósito Judicial de 

Ev idencias. 

La denunciante también refiere que la señora · 1 "{tjam poco deja que los 

jefes hagan su trabajo ya que siempre está interfiriendo en el buen desempeño, causando malestar y 

desánimo entre los empicados" (sic). 

Finalmente, la denunciante manifiesta que considera que con los hechos relacionados la 

sciiora , violenta lo establecido en los s igu ientes artículos de la LEG: 3 letra [) ­

definición de corru pción - ; los principios éticos de Supremacía del interés público, Prob idad, 

Igua ldad, Imparcialidad, Justicia, Transparencia, Responsab ilidad, Legalidad, Lea ltad, Decoro, 

Eficiencia y Eficacia - artículo 4 letras a) a la 1)- ; y la proh ibición ética de "Retardar sin motivo 

legal la prestación de los sen 1icios, trámites o procedi111ientos ad111i11islrativos que le corresponden 

según sus fun ciones.", regulada en el artícu lo 6 letra i) de la LEG. 

lJI. Ahora bien, a parti r del análisis de las referidas conductas, se estima que las situaciones 

referen tes a gritos, traslados, sup resió n de fu nciones, entre otras, no encajan en los sup uestos de 

hecho contemplados en los artícu los 5, 6 y 7 de la LEG , sino que, más bien, como lo aduce la 

den unciante, son hechos qu e correspo nde verifica r de co nformidad con el Derecho Laboral. 
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Por otro lado, referirían presuntas condu ctas irregulares por parte ele la señora · 

en el desempeño de sus funciones, cuyo control conesponderia al régimen disciplinario de 

la CSJ. 

Y si bien se ha invocado, como hecho constitutivo del supuesto regul ado en el citado artícu lo 

6 letra i) de la LEG, que la señora · . le haya indicado a la denunciante no hacer 

gestiones telefónicas in terinstitucio nales ni so lventar consultas de usuarios, sino que debe pedirles 

sus números telefónicos para que su jefe las responda , en la denuncia no se perfilan elementos que 

permitan iden tificar la concurrencia de dicho supuesto, sino únicamente que la señora 

sepa ró a la den uncian te de ese servicio, hecho que, considerado po r sí mismo, no permi te 

adverti r que la denunciada haya diferido, detenido, en torpecido o di latado la prestación de d icho 

serv icio, no acatando lo regulado en la ley, en los parámetros ordinarios establecidos por la CSJ o, 

en su defecto , que no lo haga en un plazo razonab le, pues en tocio caso el servicio ele atención de 

consultas de usuarios de la Oficina del Depósito Judicial ele Evidencias recaía en su coordinador, 

con forme a las instrucciones de la denunciada, a quien, de tener qu e ausentarse ele fo rma prolongada, 

le correspondía adoptar las medidas necesarias para ev itar un retardo en la prestac ión ele ese servicio. 

Además, respecto a la supuesta con travención a los principios éticos el e Supremacía del 

Interés Público, Prob id ad, Igualdad, Im parcialidad, Justic ia, Transparencia, Responsab ilidad, 

Legalidad, Lealtad, Deco ro, Efic iencia y Eficac ia , regulados en el artículo 4 letras a) a la 1) de la 

LEG, a partir de los hechos relacionados, es necesario aclarar que la aludida normativa estab lece 

una serie de principios atribu idos a la Ética Pública, los cuales deben regir el actua r de todos aquellos 

serv idores que forman parte de la Administración Pública. Sin embargo, estos principios poseen una 

estructura abierta e indeterminada, cuya proposición no está fo rmada por un supuesto de hecho al 

que se le pueda atribuir una consecuencia jurídica, como sí están compuestas las conductas 

tipificadas por los artículos 5, 6 y 7 de la LEG. 

De tal manera, en resolución del 04-04-2019 pronunciada en el proced imiento referencia 

191-D-1 7, este Tribunal sostl1vo que "Los prin cipios de la ética pública son postulados normathios 

de naturaleza abstracta que establecen lineamientos para el desempe11o ético en la función pública 

y constituyen una guía para la aplicación de la ley de la materia pero no son objeto de control 

d irecto de este Tribunal. pues su competencia se limita al incumplimiento de los debere~ y 

prohibiciones éticas". Por tanto, para poder conocer un supuesto de hecho en el proced imiento 

sancionatorio , e l hecho denunciado no solo debe consti tuir una transgresión a los principios de ética 

pública, sino también - a fin de atribuirle una consec uencia jurídica- debe estar vinculado a 

cua lqu iera de los deberes y prohib iciones regu lados en la LEG. 

Esto es así, ya que si bien los principios regulados en el artículo 4 de la LEG tienen referencia 

directa y llenan de contenido a las conductas contrarias a la ética pública - regu ladas en los artículos 

5, 6 y 7 de la LEG-, estos no constituyen un parámetro normativo para la calificación de conductas 

antiéticas; ya que constitu yen mandatos vinculan tes para los sujetos sometidos a la Ley, pero de 

realización relativa, es decir, que pertenecen al ámbito deontológico o del "deber ser"; s in embargo, 

su inobservancia se encuentra tutelada a través de las consecuenciasju rídicas establecidas para las 

conductas tipificadas por la LEG, donde encuentran conexión. Por tal razón, el hecho denunciado 

debe transgredir además ele principios, necesariamente un deber ético o prohib ición . 

En definitiva, este Tribuna l se encuentra inhi bido de co nocer los hechos den unciados, pues, 

de lo contrario, se estaría quebrantando el principio de legalidad al que se ha referido, según el cual 
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la Administración Pública sólo puede actuar cuando existe una ley formal que la habilite para tal

efecto, y dentro de los límites establecidos por la inisma.

Debe aclararse que la imposibilidad, por parle de este Tribunal, de controlar las conductas

planteadas no significa unadcsprotcccióndc ios bienes jurídicos que pudieran verse comprometidos,

sino únicamente que deberán ser otras instancias las que, dentro de sus competencias, evalúen y

determinen las responsabilidades que correspondan.

Por tanto, en virtud de las consideraciones expuestas y con base en los artículos 1,2, 5, 6 y

7 de la LEG. y 80 letras b) y d) del reglamento de dicha ley, este Tribunal KP'SUELVE:

a) Declárase improcedente la denuncia presentada por la señora

por los hechos y motivos expuestos en el considerando IIl de la presente resolución.

h) Tiénese por señalados para recibir notificaciones —por parte de la denunciante-, el correo

electrónico y la oficina que constan a folio 4 frente. //

Notifíquese.

r)

PRONUNCIADO POR LOS MIEMBROS DEL TRIBUNAL QUE LO SUSCRIBEN
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La presente resolución en su versión original contiene datos personales y elementos de carácter 
confidencial. En ese contexto es oportuno proteger la esfera privada de sus titulares. En tal 
sentido, conforme al criterio de la 21-20-RA-SCA del 16/11/2020 y lo establecido en el artículo 30 
de la LAIP, se extiende la versión pública:




